
Un punto en el que concuer-
dan en el ámbito sanitario es la
importancia que tiene la colabo-
ración público-privada para re-
ducir el número de casos que se
encuentran en espera de aten-
ción en el sistema estatal.

El año pasado, de hecho, más
de 30 mil pacientes en listas de
espera pudieron resolver sus ci-
rugías o consultas de especiali-
dad mediante el trabajo de dis-
tintas fundaciones o estableci-
mientos particulares.

Roberto Levín, director ejecu-
tivo de Fundación Acrux, que
desde hace 23 años se dedica a es-
ta labor, dice que en 2025 “se
efectuaron 17 operativos, logran-
do reducir las listas de espera en
alrededor de 13 mil pacientes”.

A nivel nacional

Con el trabajo de Acrux, se en-
tregaron atenciones en varias
zonas del país, como Arica, Iqui-
que, Tocopilla, Quintero, Viña
del Mar, Juan Fernández, Angol,
Collipulli, Castro y otras.

“Acrux está promoviendo
que el país cuente con un buque
hospital, el cual podría estar
operativo en menos de 10 meses,
lo que significaría que, de apro-
barse, podría llevar a los especia-
listas a más lugares y por más
tiempo”, señala Levín.

En Fundación Care, que se en-
foca en atenciones oncológicas, en
2025 se consolidó “un modelo de
colaboración público-privada que
permitió acelerar diagnósticos,
orientar administrativamente a
miles de pacientes y facilitar se-
gundas opiniones médicas gratui-
tas”, indica el director ejecutivo
Pablo Pizarro.

Mediante operativos y con el
trabajo en conjunto de varias

instituciones como, por ejem-
plo, Caja La Araucana, Bupa,
Mediclic, se ofrecieron mamo-
grafías, ecografías mamarias,
PAP, evaluaciones de detección
temprana de cáncer y otras. Con
esto, se prestó apoyo a más de 15
mil personas en listas de espera.

Efecto positivo

“La reducción de listas de es-
pera es una labor crítica y ur-

gente, porque impacta directa-
mente en la vida de las perso-
nas. Un diagnóstico o trata-
miento tardío puede involucrar
más dolor, complicaciones, un
mayor costo para el sistema y,
en algunos casos, peor pronós-
tico”, advierte Nicolás Birrell,
presidente de Desafío Levante-
mos Chile.

En virtud de la alianza que tie-
nen con Clínica Alemana, se ha
apoyado a servicios de salud del

país. “Solo en 2025, se realizaron
1.600 prestaciones”, dice.

A su vez, más de mil cirugías
infantiles para casos en espera
realizó el año pasado la Corpora-
ción Renal Mater en 11 regiones.

José Manuel Escala, funda-
dor de la institución, plantea
que “la principal brecha en sa-
lud infantil es territorial. Cuan-
do acercamos especialistas a re-
giones y trabajamos integrados
a la red pública, no solo resol-

vemos casos pendientes, sino
que fortalecemos capacidades
locales. Ese es el camino para
avanzar hacia una atención
más equitativa y oportuna en
todo Chile”.

La Clínica U. de los Andes
también ha consolidado su mo-
delo en los últimos años. Fran-
cisco Larraín, subdirector médi-
co, dice que “durante 2025 reali-
zamos 593 cirugías en el marco
de este programa, una cifra que
refleja el crecimiento sostenido y
el impacto de esta iniciativa”.

“El principal desafío es la co-
ordinación integral y anticipada
de cada caso”, añade.

Fundaciones como Acrux o Care realizan operativos a lo largo del año

Combinando labor pública y privada, se atendió
a más de 30 mil pacientes en lista de espera

JUDITH HERRERA C.

Cirugías y consultas de especialidad,
junto con exámenes, son parte de las
prestaciones que se llevaron a cabo en
2025. Directivos plantean el desafío de
resolver la brecha geográfica.

OPERATIVOS.— Mediante iniciativas como la de Corporación Renal Mater, especialistas pueden atender casos en
espera, incluyendo intervenciones quirúrgicas.
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En enero recién pasado, y por cerca
de 20 días, se extendió el operativo
médico realizado en conjunto por la
Fundación Acrux y la Armada de Chile,
que llevó a distintos especialistas
hasta la Antártica.

Con la iniciativa se lograron realizar
prestaciones a científicos, personal de
la Dirección General de Aeronáutica
Civil (DGAC), de la Gobernación Marí-
tima, del Instituto Antártico Chileno
(Inach), dotación de la Armada de
Chile y al personal de las bases chilena
y uruguaya.

Roberto Levín, director ejecutivo de
Fundación Acrux, enfatizó “el trabajo
constante de la Armada de Chile, que
nos ha acompañado siempre en esta
labor, la que no se podría realizar sin
su permanente compromiso en estas
tareas de apoyo a la comunidad”.

La dermatóloga Paola Castillo,
voluntaria de la fundación, comentó
que mediante el operativo pudo cono-
cer “la realidad de las personas que
hacen soberanía en estas latitudes.
Tanto la gente que está en las bases
como el personal de la Armada, dadas

sus formas de trabajo en turnos,
tienen poca posibilidad de acceder a la
atención de nuestras especialidades.
Por lo tanto, creo que hemos sido un
gran apoyo”.

El comandante del rompehielos
“Almirante Viel”, Mario Costa, valoró
el trabajo que realiza Acrux y destacó
que “presta apoyo desinteresado, con
médicos de grandísima calidad y con
un compromiso inigualable bajo cual-
quier situación, porque los he conocido
tanto cruzando el Drake como también
con mar llana”.

Operativo de Acrux llegó hasta el continente blanco

LABOR.— En la Antártica se pudo atender a científicos,
personal de la Gobernación Marítima y a otros funcionarios.
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Revisión de correos, viáticos,
liquidaciones de sueldos, entre
otros, son parte de las primeras
diligencias en torno al también
destituido por el Congreso,
exministro supremo Diego
Simpértigue. 
Ello, por la exjueza Ángela
Vivanco, quien no es la única
imputada en torno a la trama
bielorrusa. Simpértigue perdió
su cargo a manos del Congreso por sus vínculos y viajes
en cruceros con los abogados Mario Vargas y Eduardo
Lagos, hoy en prisión preventiva por, supuestamente,
haber comprado el voto de Vivanco en el marco de una
serie de recursos que favorecieron a la empresa Belaz
Movitec en perjuicio del patrimonio de Codelco, donde
el otrora exministro también participó de algunas
resoluciones.
Por el mismo motivo, la fiscal regional de Los Lagos,
Carmen Gloria Wittwer confirmó que Simpértigue está
imputado en la trama bielorrusa, y aunque su nombre no
apareció en las formalizaciones que ha tenido el caso, ya
se han realizado diligencias en torno a una eventual
participación. 
Para dilucidar lo anterior, el Séptimo Juzgado de Garantía
de Santiago autorizó el levantamiento del secreto banca-
rio del imputado, entre otras diligencias. De prosperar la
investigación hacía una eventual responsabilidad, Simpér-
tigue podría enfrentarse a una querella de capítulos.

Diego Simpértigue y sus viajes
con abogados

En el marco de una indagato-
ria por eventual tráfico de
influencias relacionada con
nombramientos judiciales,
personal de la Policía de
Investigaciones llegó el
pasado 9 de enero hasta el
hogar de la recién retirada
exministra de la Corte Supre-
ma María Teresa Letelier. Los
indagadores pesquisan irre-
gularidades en su designación al máximo tribunal en
2021.
La exjueza, quien tiene calidad de imputada, entregó
su computador y abrió sus cuentas corrientes en abril
de 2025 al momento de declarar por el caso en su
oficina de la Corte Suprema. Sin embargo, testificó
que su celular había sido robado, lo que ha sido des-
cartado por el Ministerio Público tras revisar las cá-
maras de seguridad del lugar donde habría ocurrido y
sus cercanías, así como la hora en la que Letelier
aseguró que ocurrió el hurto. Además, se detectó que
la tarjeta SIM del teléfono de Letelier se habría usado
en puntos cercanos a la localización de la ministra de la
Corte de Rancagua, Bárbara Quintana Letelier, su hija.
Sin embargo, ante lo anterior, su defensa ingresó un
escrito al Séptimo Juzgado de Garantía con el fin de
solicitar la nulidad del allanamiento, donde acusa que
“la fiscalía entregó información falsa al tribunal”,
relacionada con el presunto uso de la tarjeta SIM.

María Teresa Letelier y las
dudas por su teléfono

La formalización de Verónica
Sabaj, destituida ministra de
la Corte de Apelaciones de
Santiago, sería inminente.
Esas son al menos las preten-
siones del Ministerio Público,
el cual la investiga a partir de
una esquirla del caso Audio.
Sabaj salió mencionada en los
chats de Luis Hermosilla,
quien la ayudó a llegar al
tribunal de alzada en 2020. La fiscalía le imputa ha-
berse acercado a Hermosilla —a través del abogado
Mario Vargas, hoy en prisión preventiva en el marco de
la trama bielorrusa— para su nombramiento y poste-
riormente haber estrechado una relación de amistad.
Según los investigadores, en retribución, Sabaj ayudó a
Hermosilla en diversos ámbitos, por ejemplo, en la
redacción de recursos, dándole información de la
composición de salas e incluso influyendo en un aboga-
do integrante para que votara a favor de las preten-
siones de Hermosilla. Lo anterior en el contexto del
caso Dominga y del exdirector de la PDI, Héctor Espi-
nosa, hoy condenado por malversación de fondos,
lavado de activos y falsificación de instrumento públi-
co. Por ello, Sabaj enfrentó una querella de capítulos
que fue acogida por sus antiguos pares de la Corte de
Apelaciones y que hoy se encuentra a la espera de la
revisión de la Corte Suprema, mismo órgano que la
destituyó el año pasado por sus chats con Hermosilla.

Verónica Sabaj, a la espera de
apelación en la Suprema

El 10 de noviembre Antonio
Ulloa fue destituido de su
cargo como ministro de la
Corte de Apelaciones, luego
de que el Senado aprobara
una acusación constitucional. 
El libelo acusó a Ulloa de
vulnerar el deber de reserva y
confidencialidad al filtrar
“sistemáticamente resolucio-
nes y acuerdos reservados,
enviando minutas, proyectos y votaciones” a Hermosi-
lla, quien lo ayudó a llegar a la Corte de Apelaciones de
Santiago. Ello, además de incumplir el deber de impar-
cialidad y abstención, entre otras acusaciones. A pesar
de que la Corte Suprema descartó días antes su desti-
tución, el Poder Legislativo selló el fin de su carrera
judicial. 
No obstante, Ulloa también se encuentra imputado en
una indagatoria que encabeza la Fiscalía Regional de
Valparaíso, la cual aborda las irregularidades en nom-
bramientos judiciales. El nombre de Ulloa volvió a
aparecer en el contexto de las imputaciones del con-
servador de bienes raíces de Puente Alto, Sergio
Yáber, imputado por lavado de activos en la trama
bielorrusa y quien transfería $1 millón mensual a Ulloa,
totalizando más de $70 millones. Aunque Ulloa des-
carta irregularidad y asegura que Yáber es un amigo.
Ante dicha situación penal, Ulloa podría enfrentar una
querella de capítulos y posterior formalización.

Antonio Ulloa y una eventual
querella de capítulos

15 mil
personas en listas de espera

fueron beneficiadas por las
prestaciones, principalmente

oncológicas, de Fundación Care.

17
operativos médicos realizó
Fundación Acrux en varias zonas

del país, como Arica o Castro,
durante el año pasado.

2 millones
de pacientes se encuentran

en lista de espera para una
consulta de especialidad al cierre

de 2025.

‘‘Cuando
acercamos especialistas a
regiones y trabajamos
integrados a la red
pública, no solo
resolvemos casos, sino
que fortalecemos
capacidades locales”.
................................................................

JOSÉ MANUEL ESCALA
FUNDACIÓN CORPORACIÓN MATER

‘‘El trabajo muestra
algo muy claro: el Estado
no se la puede solo. Se
requiere una articulación
eficaz y permanente entre
el sector público, los
privados, la academia y
la sociedad civil”.
................................................................

NICOLÁS BIRRELL
PRESIDENTE DE DESAFÍO LEVANTEMOS CHILE
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La crisis que, desde finales de
2023 se instaló sobre el Poder Ju-
dicial, está, aún, lejos de acabarse.
Si bien varios de sus integrantes
han sido removidos por distintas
vías al estar involucrados en pre-
suntas irregularidades, las conse-
cuencias que enfrentan actual-
mente estos, indirectamente, si-
guen afectando la imagen del or-
ganismo encargado de impartir
justicia en el país. 

Un ejemplo elocuente de ello
es la situación de la exministra

de la Corte Suprema Ángela Vi-
vanco, quien fue removida en
octubre de 2024 por sus enton-
ces pares, de forma unánime,
tras descubrirse conversaciones
con el abogado imputado en el
caso Audio Luis Hermosilla, pe-
ro además por distintas irregula-
ridades detectadas en la tramita-
ción de causas al interior del má-

ximo tribunal, siendo una de
ellas el juicio entre el consorcio
bielorruso Belaz Movitec y Co-
delco, que derivó en una investi-
gación penal, hoy denominada
trama bielorrusa.

En ella, Vivanco fue definida
por la propia fiscal regional de
Los Lagos, Carmen Gloria Wit-
twer, como la persona “más im-

portante” de la “estructura” que,
según las imputaciones, confor-
maba con su pareja, Gonzalo Mi-
gueles, y los abogados de Belaz
Movitec, Mario Vargas y Eduar-
do Lagos, todos actualmente bajo
la cautelar más intensa. 

A la exsuprema se le acusa de
haber recibido pagos, a través de
Migueles, por parte de los aboga-

dos que representaban a la em-
presa extranjera, a cambio de fa-
vorecerlos en diversos fallos que
terminaron con Codelco pagan-
do un monto superior a los $17
mil millones.

Sin embargo, Vivanco no es la
única exintegrante del Poder Ju-
dicial que se encuentra siendo in-
vestigada penalmente, aunque sí

es quien cuya situación se en-
cuentra más avanzada y en un
punto más crítico. A ella se su-
man al menos otros cuatro jueces
que están siendo indagados en
distintas causas vinculadas tanto
a la trama bielorrusa, en el caso
del exsupremo Diego Simpérti-
gue, como a otras relacionadas
con presuntas gestiones en nom-
bramientos judiciales, como es el
caso de la exmagistrada del máxi-
mo tribunal María Teresa Lete-
lier, y los extitulares de la Corte
de Apelaciones de Santiago An-
tonio Ulloa y Verónica Sabaj. 

Se suman a la exsuprema Ángela Vivanco, actualmente en prisión preventiva

Eventuales nuevas formalizaciones: el complejo escenario
de cuatro exjueces de la Suprema y la Corte de Santiago

E. CANDIA, O. RODRÍGUEZ y C. CARVAJAL Los exintegrantes del máximo tribunal María Teresa Letelier y Diego Simpértigue, y
los exmagistrados del tribunal de alzada Antonio Ulloa y Verónica Sabaj, son
indagados en diversas causas relativas a nombramientos y trama bielorrusa.
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